
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 18 DE JULIO DE 2017 SOBRE LA VALIDEZ DE CLÁUSULAS RELATIVAS A LA CALIDAD EN EL EMPLEO COMO CRITERIO DE VALORACION EN UN CONTRATO DE SERVICIOS.

Modalidad de informe: Discrepancia.

Área temática: Contratación.

Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia, planteada por la Dirección General de Patrimonio Cultural-Oficina de Cultura y Turismo de la Consejería de Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno, de conformidad con el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

La discrepancia surge como consecuencia del informe desfavorable formulado por la Intervención delegada actuante en la fiscalización del contrato de servicios denominado: “Tratamiento archivístico de 890 metros lineales de documentos generados por la Administración Autonómica Madrileña (2 lotes)”; documento contable A_RF/2017/____________; aplicación presupuestaria _____________ e importe de 200.017,24 euros.
Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, la documentación correspondiente al expediente, es decir, documentos contables, pliegos, propuesta de contratación y memorias justificativas, orden de inicio de procedimiento y borrador de orden de aprobación e informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid, acreditándose los siguientes

ANTECEDENTES

1.- La Dirección General de Patrimonio Cultural-Oficina de Cultura y Turismo de la Consejería de Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno ha tramitado el contrato de servicios denominado: “Tratamiento archivístico de 890 metros lineales de documentos generados por la Administración Autonómica Madrileña (2 lotes)”.
1.1.- Objeto del contrato

La Cláusula 1. Objeto del contrato del Pliego de Prescripciones Técnicas (PPT) señala:

“El objeto del contrato es el tratamiento archivístico de 890 metros lineales de documentos generados por la Administración autonómica madrileña”. El contrato se divide en dos lotes, el primero correspondiente a la Consejería de Sanidad (450 metros lineales, estableciéndose un mínimo de 72 metros mensuales de tratamiento archivístico, como mínimo) y el segundo a la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras (440 metros lineales con un mínimo de ejecución de 70 metros mensuales).

La ejecución del contrato incluye:
A) El tratamiento archivístico:
a) Elaboración del inventario de documentos al nivel descriptivo que cada serie documental requiera.
b) Instalación de los documentos en las cajas adecuadas a sus formatos y soportes.
c) Elaboración de otros instrumentos de control básicos cuando el carácter y situación del fondo lo requiera.
B) Los movimientos de cajas (transporte externo incluyendo la ubicación de las cajas en los depósitos, siempre dentro del área metropolitana de Madrid; y transporte interno –movimientos internos y su colocación y ordenación en las estanterías-. “El contratista aportará los medios necesarios para la realización [de] estos trabajos (tales como medios  de transporte, personal, carros de mano, cajas de embalaje, etc.).”
C) Controles mensuales de ejecución y calidad.
D) Presentación de una memoria final detallando los trabajos realizados (información e instrumentos utilizados para su realización y los controles de calidad llevados a cabo).

1.2.- Personal adscrito al contrato por el adjudicatario

La Cláusula 3. Personal adscrito al contrato del PPT establece el personal que el adjudicatario deberá aportar en los siguientes términos:
a) 2 coordinadores de equipo, uno por cada lote, titulados superiores en la áreas de Humanidades o Ciencias Sociales y Jurídicas (titulación mínima), con curso/s específicos y/o de postgrado de archivística –mínimo 500 horas lectivas- y experiencia acreditada mínima de dos años en “dirección o coordinación de proyectos de trabajos de carácter archivístico de documentos y en sistemas de gestión de calidad”.
b) 9 archiveros, 4 en la Consejería de Sanidad y 5 en la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, titulados superiores o medios en la áreas de Humanidades o Ciencias Sociales y Jurídicas (titulación mínima), con curso/s específicos y/o de postgrado de archivística –mínimo 500 horas lectivas- y experiencia acreditada mínima de seis meses en “trabajos de carácter archivístico de documentos”.
c) 3 auxiliares de archivo, 1 en la Consejería de Sanidad y 2 en la de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, titulación en bachiller o formación profesional de grado medio (titulación mínima), con conocimientos acreditado en el manejo del paquete Microsoft Office y experiencia acreditada mínima de seis meses en “trabajos iguales o similares al tratamiento archivístico”.
1.3.- Criterios de adjudicación del contrato

La distribución de la puntuación en los criterios de adjudicación del contrato es la que se describe en el cuadro (Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares PCAP):
	1. Criterio precio (fórmula)
	hasta 50 puntos

	2. Otros criterios evaluables de forma automática por aplicación de fórmulas. Calidad en el empleo (compromiso abono a los trabajadores de determinados emolumentos)
	hasta 25 puntos

	
	Se adopta el compromiso
	0 puntos
	

	
	No se adopta el compromiso
	25 puntos
	

	3. Criterios cuya cuantificación dependa de un juicio de valor. Calidad técnica de la oferta
	hasta 25 puntos

	
	3.1. Planificación y metodología de las tareas a realizar
	

	
	
	Idónea
	hasta 15 puntos
	

	
	
	Adecuada
	hasta 10 puntos
	

	
	
	Suficiente
	hasta 5 puntos
	

	
	
	Inadecuada
	0 puntos
	

	
	3.2. Elaboración de instrumentos archivísticos de control… (máximo 1 punto por instrumento)
	hasta 10 puntos
	

	TOTAL
	100 puntos


El cuanto al criterio 2 (Otros criterios evaluables de forma automática por aplicación de fórmulas) se indica:
“2.1. Compromiso de aplicar, durante toda la vigencia del contrato, a todos los trabajadores que se adscriban a la prestación del servicio, de acuerdo con lo establecido en el art. 64.2 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, como mínimo, por jornada ordinaria de trabajo según lo previsto en el artículo 34 del Estatuto de los Trabajadores, los emolumentos netos que se recogen en la siguiente tabla y lo que después se dispone:

	Categoría
	Salario mensual
	Salario anual (14 pagas)

	Archivo-Coordinador
	1.368 €
	19.412 €

	Archiveros
	1.208 €
	16.902 €

	Auxiliares de Archivo
	1.124 €
	15.735 €


En caso de prórroga contractual, transcurridos doce meses del plazo de ejecución del presente contrato, las remuneraciones del personal asignado al desarrollo de los trabajos serán obligatoriamente revisadas de acuerdo con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumo General desde el momento del inicio del contrato hasta el cumplimiento de ese plazo, salvo en el supuesto en que la variación de tal índice sea negativa, en cuyo caso no se revisarán las cuantías.

En caso de contratos a tiempo parcial o de cualquier otra modalidad, se aplicarán como mínimo esas mismas cuantías de forma proporcional al tiempo efectivamente trabajado.

Así mismo, los trabajadores tendrán derecho a dos gratificaciones extraordinarias al año que se pagarán en los meses de julio y diciembre. El importe de cada una de ellas será de al menos una mensualidad del salario base. Cuando llegadas esas mensualidades el tiempo transcurrido desde el inicio de sus contratos laborales fuese inferior a un semestre, se percibirá su importe prorrateado en relación al tiempo trabajado, para la cual la fracción de mes se computará como unidad completa. El mismo prorrateo corresponderá a los trabajadores que cesarán en sus contratos previamente al devengo de la correspondiente gratificación extraordinaria. No obstante lo anterior, podrá establecerse el abono en cada mensualidad de la parte proporcional de las gratificaciones extraordinarias.

Se asignarán 25 puntos a las ofertas que presenten este compromiso y 0 puntos a las que no lo presenten.”
1.4.- Presupuesto del contrato

El presupuesto base de licitación del apartado 3 de la Cláusula 1. Características del contrato del PCAP es el siguiente:
	Lote nº
	Base imponible
	Importe (cuota)
21% IVA
	Importe total
	Valor estimado
(art. 88 TRLCSP)

	1
	72.265,50 €
	15.175,76 €
	87.441,26 €
	86.718,60 €

	2
	93.038,00 €
	19.537,98 €
	112.575,98 €
	111.645,60 €

	Total
	165.303,50 €
	34.713,74 €
	200.017,24 €
	198.364,20 €


Anualidad única 2017
2.- Con fecha 11 de mayo de 2017 se realizan actuaciones interesadas por la Intervención delegada correspondiente, formulándose alegaciones a las mismas por el órgano gestor los días 17 y 29 del mismo mes y año. 

3.- El 6 de junio de 2017 se formula reparo por la Intervención delegada manteniendo, en primer lugar, la improcedencia de la inclusión de la cláusula 1.8.2 Otros criterios evaluables de forma automática por aplicación de fórmulas al considerar, siguiendo el criterio del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales en su Resolución de 21 de abril de 2017, que no deben incluirse cláusulas que incluyan “obligaciones que afecten a la esfera laboral especial o aquellas cuyo cumplimiento o incumplimiento corresponde conocer ni a la Administración Pública contratante ni a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, sino a órganos de Jurisdicción Social” y en su Resolución nº 832/2016 que indica: “El criterio a valorar ha de guardar una relación directa, o al menos, indirecta con las prestaciones objeto del contrato, en el caso que nos ocupa, dicho criterio no puede ser considerado como una «cláusula social», no quedando evidenciado que las mejoras en la calidad en el empleo puedan redundar en la marcha de la ejecución de las prestaciones objeto del contrato que quedan bien perfiladas en otros apartados del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y Pliego de Prescripciones Técnicas.”
En segundo lugar, la Intervención delegada mantiene la falta de proporcionalidad al señalar, siguiendo la última Resolución citada del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales que “la reserva de 20 puntos para la calidad en el empleo resulta notablemente superior al otro… y supone también un porcentaje muy alto de la puntuación total que puede resultar determinante para la adjudicación del contrato.”

Por lo que la Intervención delegada concluye que no considera adecuada la inclusión del criterio de calidad en el empleo contenido en la Cláusula 1.8.2 y valorado con 25 puntos.

La Directora General de Patrimonio Cultural formula discrepancia el 8 de junio de 2017 en la que argumenta que la “la inclusión de criterios sociales como criterios de adjudicación es posible de acuerdo con lo previsto en la Directiva Comunitaria 24/2014”, relacionando cuatro sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, una sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, nueve resoluciones del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid y un informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, además de la Guía de contratación pública de servicios de vigilancia y seguridad de la Dirección General de Contratación, Patrimonio y Tesorería de la Comunidad de Madrid y la relación de tres expedientes fiscalizados favorablemente por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
En resumen en el escrito de discrepancia se alega que “[…] durante los últimos ejercicios la combinación de dos factores ha repercutido en la ejecución de estos contratos de forma negativa: su licitación con un único criterio de valoración –el precio- y la crisis económica que ha afectado profundamente a nuestro país. […] Y así ha llegado a ser durante estos ejercicios pasados, en los que ha sido necesario extremar las cautelas en el control de la ejecución, mediar de forma continua entre empresarios y trabajadores, requerir el cumplimiento de las obligaciones reiteradamente so pena de incoar las penalizaciones a que hubiera lugar en caso contrario y, en definitiva, dedicar esfuerzos suplementarios para garantizar el buen fin de los contratos similares al que ahora tratamos. Además, al contar estos contratos con un estricto compromiso de adscripción de medios en el que se exigen unos perfiles profesionales de alta solvencia, al ser los efectivos remunerados cicateramente, la plantilla destinada al cumplimiento del contrato se ve afectada por un alto índice de provisionalidad porque renuncian a sus contratos al aceptar ofertas más ventajosas. Esta situación produce serias disfunciones en los equipos y, en consecuencia, en la ejecución del contrato y en la calidad del resultado.”
Y continúa: “Primar dentro del procedimiento de adjudicación a aquellas ofertas que garanticen unas condiciones decentes de trabajo conlleva avalar una ejecución exenta de problemática y, a su vez, aunque ello sea aparentemente ajeno al objeto contractual, muestra el compromiso de la Administración contratante con los principios que abogan por la dignidad de las personas […] y al tiempo proscribir, basándonos en el mismo cuerpo normativo, que los salarios a percibir por la plantilla de un contrato administrativo respeten unos mínimos acordes tanto con la capacitación y responsabilidad de los trabajadores, como con lo que sea entendido como justo en el ámbito profesional y territorial en el que el contrato se ejecuta.”
El órgano gestor considera que “Lo que se persigue en definitiva no es la limitación del principio de libre competencia sino por el contrario, en este tipo de contratos en los que prima fundamentalmente la mano de obra, garantizar que unas adecuadas condiciones laborales de los trabajadores adscritos a la ejecución del contrato, redunden en una mayor calidad de la prestación del servicio. (Resolución nº 17/2017 del TACPCM).

Esto no atenta contra la libre concurrencia ni se inmiscuye en las relaciones laborales de los empresarios y los trabajadores que adscriban al servicio. Únicamente prima una contratación responsable que redunda directamente en la calidad de la prestación.”
4.- El escrito de discrepancia fue devuelto a la unidad promotora el 15 de junio de 2017, al no tramitarse de conformidad con lo dispuesto en la Instrucción de 28 de marzo de 2006, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General. La discrepancia tiene entrada de nuevo en la Intervención General, siguiendo los cauces indicados en la Instrucción mencionada, el 22 de junio de 2017.
A fin de resolver la discrepancia, esta Intervención General considera oportuno hacer las siguientes 

CONSIDERACIONES

I

Normativa aplicable

El tema sobre el que se sustenta la discrepancia no es pacífico y forma parte del actual debate sobre las cláusulas que pueden incluirse en los contratos. Doctrina y jurisprudencia distinguen claramente entre condiciones especiales de ejecución del contrato, que operan en la fase de admisión de licitadores (de forma que la oferta de un licitador que no acepte tal obligación o compromiso no se ajusta al pliego de condiciones y no podrá por tanto ser seleccionada), y criterios de valoración de las ofertas presentadas, ámbito en el que se residencia la cláusula 1.8.2 objeto de reparo y discrepancia.
Lo primero, por tanto, es reseñar las normas que rigen esta materia y que deben guiar este análisis: el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (de ahora en adelante, TRLCSP) y la Directiva 24/2014/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (de ahora en adelante, Directiva 24/2014/UE).

El artículo 150. Criterios de valoración de las ofertas del TRLCSP, señala: “1. Para la valoración de las proposiciones y la determinación de la oferta económicamente más ventajosa deberá atenderse a criterios directamente vinculados al objeto del contrato, tales como la calidad, el precio, la fórmula utilizable para revisar las retribuciones ligadas a la utilización de la obra o a la prestación del servicio, el plazo de ejecución o entrega de la prestación, el coste de utilización, las características medioambientales o vinculadas con la satisfacción de exigencias sociales que respondan a necesidades, definidas en las especificaciones del contrato, propias de las categorías de población especialmente desfavorecidas a las que pertenezcan los usuarios o beneficiarios de las prestaciones a contratar, la rentabilidad, el valor técnico, las características estéticas o funcionales, la disponibilidad y coste de los repuestos, el mantenimiento, la asistencia técnica, el servicio postventa u otros semejantes.” (los subrayados son nuestros)

La Directiva 24/2014/UE, en  su artículo 67. Criterios de adjudicación del contrato, indica:

“1. Sin perjuicio de las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas nacionales relativas al precio de determinados suministros o a la remuneración de determinados servicios, los poderes adjudicadores aplicarán, para adjudicar los contratos públicos, el criterio de la oferta económicamente más ventajosa.
2. La oferta económicamente más ventajosa desde el punto de vista del poder adjudicador se determinará sobre la base del precio o coste, utilizando un planteamiento que atienda a la relación coste-eficacia, como el cálculo del coste del ciclo de vida con arreglo al artículo 68
, y podrá incluir la mejor relación calidad-precio, que se evaluará en función de criterios que incluyan aspectos cualitativos, medioambientales y/o sociales vinculados al objeto del contrato público de que se trate. Dichos criterios podrán incluir, por ejemplo:
a) la calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y funcionales, la accesibilidad, el diseño para todos los usuarios, las características sociales, medioambientales e innovadoras, y la comercialización y sus condiciones;
b) la organización, la cualificación y la experiencia del personal encargado de ejecutar el contrato, en caso de que la calidad del personal empleado pueda afectar de manera significativa a la ejecución del contrato […]”

Como es bien conocido la Directiva tiene efecto directo pero siempre que sea posible, como es el caso, debe realizarse una interpretación del articulado de la norma nacional conforme a la misma y a la jurisprudencia europea
. 
II
Las cláusulas sociales en los contratos

Como se indicaba más arriba, el tema examinado es objeto de vivo debate por lo que conviene restringir los términos del examen. 

La Resolución nº 355/2017, de 21 de abril de 2017, del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales señala respecto del contrato del servicio de vigilancia de una corporación local en el que se incluyen criterios subjetivos consistentes en puntuar la calidad en el empleo (20 puntos)
: “La introducción de estos criterios sociales son loables en la etapa de crisis que atravesamos, si bien su admisión queda condiciona a dos parámetros: el primero, han de guardar relación directa con el objeto del contrato (artículo 150.1 del TRLCSP) y el segundo, no resultar discriminatorias, como por ejemplo cuando además introducen criterios de arraigo territorial […]”, para analizar posteriormente el articulado de la Directiva en relación con las cláusulas sociales y concluir que “[…] hemos de tener en cuenta que «la calidad en el empleo» ha de reunir los requisitos que el espíritu y la letra de la Directiva comunitaria requiere, a saber: guardar relación directa con el objeto del contrato, su proporcionalidad y ser una auténtica cláusula social.

En primer término, nos hemos de cuestionar si las mejoras en las condiciones laborales de los operarios de las empresas son auténticas cláusulas sociales, pues, en todo caso, se escapan del área funcional y competencial de los órganos de contratación, dado que, de este modo, con su introducción desde una materia como es la contratación administrativa se está influyendo sobre las relaciones jurídico laborales tramadas entre empresas y trabajadores, que han de ser ajenas a las propias del órgano de contratación.

Pues bien, es criterio constante en la contratación administrativa el de la inconveniencia de la introducción en el pliego de contratación de obligaciones que afecten a la esfera laboral especial o aquéllas cuyo cumplimiento o incumplimiento no corresponde conocer ni a la Administración Pública contratante ni a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, sino a órganos de la Jurisdicción Social (así se ha puesto de manifiesto por ejemplo entre otras en la Resolución TACRC 156/201310 y en la Resolución TACRC 969/201511). 

Por otro lado, no cualquier cláusula “social” en el amplio sentido del término puede considerarse amparada por la legislación comunitaria entre las autorizadas como criterios de adjudicación o condiciones de ejecución, pues aquélla se refiere específicamente (Cons.98) a las que favorezcan la igualdad entre hombres y mujeres, contratación de discapacitados, conciliación de la vida familiar y laboral o (Cons. 99) a las relativas a la integración de personas desfavorecidas, grupos vulnerables entre los ejecutores del contrato, formación de los trabajadores, desempleados de larga duración o jóvenes, sin que el mero aumento de las retribuciones o la mejora de las condiciones laborales de los trabajadores de la adjudicataria tengan fácil encaje dentro de las contempladas en la normativa comunitaria transcrita, sobre todo teniendo en cuenta siempre que el criterio fundamental de ejecución de todos los contratos públicos sigue siendo el de la oferta económicamente más ventajosa para la Administración y que, a su vez, todos los criterios deben estar vinculados al objeto del contrato.”
En virtud de estas argumentaciones, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales anuló la cláusula 13ª citada.
Por su parte, la Memoria del año 2016 del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid (de ahora en adelante, TACPCM) contiene un Anexo denominado «Los criterios sociales en la contratación pública. Doctrina de los tribunales de recursos contractuales» en el que, después de destacar que nos encontramos en un momento de cambio normativo en materia de contratación pública, se indica la forma de afrontarlo: mediante el “mecanismo paliativo del incumplimiento de la obligación de transposición, que es el efecto directo de las directivas de contratación pública, por parte del «Juez nacional», se pueden adelantar en cierto modo las líneas generales de lo que constituye la nueva normativa en materia de contratación pública. 
No obstante tal y como he comenzado señalando no todas las tendencias de la compra pública vienen únicamente de la mano de la normativa europea, sino que muchas de ellas se deben a la propia idiosincrasia del legislador nacional y de las propias circunstancias en que se desenvuelve la contratación. “
El Anexo examina los distintos documentos europeos que muestran la tendencia de inclusión de cláusulas contractuales favorecedoras de cuestiones sociales o medioambientales, siguiendo la tendencia de contemplar la contratación pública como herramienta de los poderes públicos para la consecución de sus políticas.

En el documento se reconoce que el problema principal para admitir aspectos laborales como criterios de adjudicación es su vinculación con el objeto del contrato, describiendo las dificultades técnicas de incluir cláusulas contractuales que limiten el denominado “descuelgue” salarial de las empresas respecto de los convenios colectivos aplicables y, en general, la inclusión de cláusulas que incidan sobre aspectos de las relaciones laborales admitidos por la legislación y la jurisprudencia sociales.
En definitiva, se indica en el Anexo siguiendo el Informe de 1/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, se admiten las cláusulas laborales siempre y cuando el objeto del contrato implique una actuación intensiva en mano de obra o conlleve la subrogación del personal, en primer lugar; en segundo lugar, que la cláusula sea idónea según el objeto y tipo de contrato y en este sentido se dice que “Salvo que el Gobierno de Aragón se dote de algún instrumento normativo que establezca su obligatoriedad o, en su caso, la recomendación, de su inclusión en las licitaciones, su incorporación en cada caso dependerá de la decisión del órgano de contratación competente, valorando las circunstancias de la concreta licitación” y, en tercer lugar, el establecimiento de controles administrativos en la fase de ejecución del contrato, todo ello sin olvidar la obligación de respetar los principios de igualdad y no discriminación entre licitadores.

Por todo ello concluye el TACPCM: “Ante ello cabe recomendar prudencia y mesura a la hora de introducir estos criterios sin duda de origen muy loable, pero que sin reposo y rigor pueden producir efectos distorsionadores no deseados.”

III
La cláusula social en el expediente A/SER-____________
Procede examinar a continuación el expediente concreto para determinar si la redacción de la cláusula de contrato (criterio de adjudicación: compromiso de abono del salario indicado en el PCAP al archivero coordinador, archiveros y auxiliares de archivo) y la valoración que se le otorga (25 puntos si existe el compromiso, 0 puntos en caso contrario), se ajusta o no a los requisitos establecidos en la normativa vigente.

Según el TRLCSP y la Directiva 24/2014/UE, los criterios de valoración de las proposiciones deben tener, cualquiera que sea su materia, vinculación con el objeto del contrato. 

Así sucede, si bien en materia medioambiental, con tres expedientes analizados por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y cuyas sentencias se mencionan en el escrito de discrepancia. 

La Sentencia de 17 de septiembre de 2002, dictada en el asunto C-513/99, Concordia Bus Finland/Helsingin kaupunki, HKL-Bussiliikenne, analiza, entre otros aspectos, si la entidad adjudicadora puede tener en cuenta criterios ecológicos al identificar la oferta más ventajosa económicamente en un procedimiento de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de las telecomunicaciones. En el mismo sentido, la Sentencia de 10 de mayo de 2012, en el asunto C-368/10 Comisión Europea/Reino de los Países Bajos,  sobre productos procedentes de la agricultura ecológica y del comercio justo y respecto de los «criterios de sostenibilidad de las compras y de responsabilidad social corporativa». Finalmente, la Sentencia de 4 de diciembre de 2003 en el asunto C-448/01, que enfrenta a EVN y Wienstrom GmbH contra la República de Austria, sobre un contrato de suministro de electricidad en el que se establece un coeficiente de ponderación del 45% si las fuentes de energía son renovables.

Es más, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid ha incluido una nota al pie de página en los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares de general aplicación de los contratos de servicios a adjudicar por procedimiento abierto con pluralidad de criterios informados por la Junta, en el mismo sentido que la jurisprudencia europea.

Por el contrario, objetivamente no existe relación directa entre las prestaciones a efectuar por el adjudicatario para ejecutar el contrato de servicios de tratamiento archivístico y las retribuciones de parte del personal que lo llevará a cabo. La vinculación que realmente afecta al desarrollo de la prestación del servicio es la que corresponde con la titulación (titulación principal y cursos ulteriores) y con la capacitación técnica (experiencia acreditada) de los trabajadores, ambas descritas pormenorizadamente en el PPT.
Si continuamos con la descripción efectuada por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón en su Informe 1/2015, de 17 de marzo, mencionada en el Anexo de la Memoria 2016 del TACPCM, para incluir estas cláusulas laborales entre los criterios de valoración o bien debe existir algún instrumento normativo que establezca su obligatoriedad o bien el órgano de contratación competente valorará su conveniencia.
En el caso que nos ocupa no existe, en el momento de redactar este informe, ninguna norma, u otro instrumento no normativo, que obligue o aconseje la inclusión de la cláusula de retribución mínima en este contrato.

Por este motivo, entre otros, no es aplicable la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 17 de noviembre de 2015 – RegioPost GmbH & Co. KG/Standt Landau in der Pfalz, en la que se apoya la discrepancia. Esta resolución estudia las condiciones especiales de ejecución del contrato y no los criterios de valoración de las ofertas presentadas y, además, analiza una norma jurídica emanada de un órgano con potestad legislativa.
 

De igual modo, al tratarse de una norma emanada de un órgano legislativo que regula condiciones especiales de ejecución y remisiones generales a la legislación vigente, tampoco puede sustentarse la viabilidad legal de la cláusula sobre calidad en el empleo del contrato sobre tratamiento archivístico de la Dirección General de Patrimonio Cultural-Oficina de Cultura y Turismo de la Comunidad de Madrid en la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 30 de diciembre de 2014
.

Un análisis más detallado merecen las alegaciones formuladas por el órgano gestor en su escrito de discrepancia sobre las resolución del propio TACPCM (nueve resoluciones) que admiten como criterio de adjudicación el compromiso por parte de los licitadores de aplicar a los trabajadores adscritos a la prestación del servicio, las retribuciones mínimas que se establecen en el pliego. 

Ahora bien, todas las resoluciones mencionadas corresponden al mismo tipo de contrato: contratos de vigilancia y seguridad. Este servicio tiene una serie de características que lo individualizan claramente como son: coste económico intensivo en mano de obra; subrogación de los trabajadores obligatoria en determinados supuestos de conformidad con los convenios colectivos y alta conflictividad de una parte del sector en los últimos años, por impagos a sus trabajadores e incluso por la apertura de procedimientos por presuntos delitos de fraude a la Seguridad Social.  
Precisamente estas circunstancias dan lugar a la suscripción por el Director General de Contratación, Patrimonio y Tesorería de las intituladas Guía/s de contratación pública en el Servicio de Seguridad y Vigilancia de la Comunidad de Madrid/ II, de fecha 11 de noviembre de 2016 y 14 de julio de 2017
, que aun tratándose de meras propuestas de contratación, al carecer el Director General de la competencia de informar los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares (competencia que corresponde a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid a través de su Comisión Permanente, en virtud del artículo 38.1.c) del Decreto 49/2003, de 3 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid), sirven para poner de manifiesto los problemas que la contratación con algunas empresas del sector han causado a la administración pública madrileña
.

A este mismo tipo de contrato corresponden los tres expedientes fiscalizados favorablemente por la Intervención General de la Comunidad de Madrid a los que hace referencia la discrepancia.

En el caso del tratamiento archivístico, el órgano gestor pone de manifiesto las dificultades en la ejecución del contrato en ejercicios anteriores y concluye que las mismas se han derivado de la aplicación del precio como único criterio de adjudicación y del índice de provisionalidad de las plantillas “porque renuncian a sus contratos al aceptar ofertas más ventajosas”.
Durante los años 2016 y 2017 se han tramitado, además del expediente que nos ocupa, otros seis expedientes de contratación de tratamiento archivístico (contratos de servicios). En concreto:
	Refª/Expediente
	Denominación
	Presupuesto base de licitación

	C-

A/SER-
	Realización del tratamiento archivístico de los documentos generados por el Instituto de Seguridad y Salud en el Trabajo (IRSST)
	51.262,13 €

	C-

A/SER-
	Tratamiento archivístico de los documentos generados por la Administración autonómica madrileña (6 lotes)
	411.389,74 €

	C-

A/SER-
	Tratamiento archivístico de los documentos generados por la Consejería de Economía, Empleo y Hacienda
	178.012,73 €

	A/SER-
	Tratamiento archivístico de los documentos generados por los órganos judiciales de la Administración de Justicia de la Comunidad de Madrid 
	219.595,00 €

	1-C

A/SER-
	Tratamiento archivístico de los documentos generados por la Dirección General de Urbanismo
	206.755,14 €

	
	Tratamiento archivístico de historias clínicas de pacientes del Hospital Universitario de Getafe
	134.416,36 €


Salvo el último que se adjudica exclusivamente mediante el precio, los cinco restantes regulan la valoración mediante una pluralidad de criterios y en todos los casos se contemplan mejoras de medios personales en los criterios evaluables de forma automática por aplicación de fórmulas (contratación de experto/consultor en control de calidad), además de mejoras en otros aspectos como sistemas de destrucción especializados, disponibilidad de determinado tipo de vehículo para el traslado de la documentación o elaboración de instrumentos archivísticos.
En consecuencia no resulta acreditado, más allá del problema puntual con un contrato que haya podido producirse, que exista en el sector una problemática que permita la regulación de criterios de adjudicación en los contratos de servicios que incidan sobre aspectos regulados en la normativa laboral.

No debemos olvidar que el derecho laboral tiene un carácter tuitivo y que las relaciones laborales y la negociación colectiva son ámbitos complejos en los que únicamente puede incidir la Administración pública (incluso tratándose de regulaciones propias como son los contratos administrativos) en aquellos casos en que resulte manifiesta la necesidad y la conveniencia. Así, llevándolo al extremo, el establecimiento de un salario mínimo durante la ejecución del contrato (que puede o no ajustarse al convenio colectivo aplicable o a las cláusulas particulares de los contratos laborales), podría traer como consecuencia la resolución del contrato administrativo en caso de incumplimiento
, de forma que los trabajadores podrían llegar incluso a ser despedidos y no se habría tampoco logrado el objetivo de ejecutar adecuadamente el contrato de servicios.
Por otra parte, el establecimiento de políticas públicas en relación con determinadas materias exige seguir el cauce adecuado sin que las cláusulas de un contrato concreto puedan considerarse tales. Como ejemplo de este cauce adecuado para la introducción de un criterio social de valoración/adjudicación en la contratación de la Comunidad de Madrid podemos mencionar el Acuerdo 12/2016, de 22 de diciembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad de Madrid, por el que se da cuenta a la Comisión Permanente de las adaptaciones en todos los modelos de PCAP informados por la Junta, con el fin de incluir, en nota al pie de página “la posibilidad de que los órganos de contratación puedan establecer la preferencia en la adjudicación de los contratos para las proposiciones presentadas por aquellas empresas que, en el momento de acreditar su solvencia técnica, desarrollen medidas destinadas a lograr la igualdad de oportunidades, de conformidad con lo establecido en la Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la LGTBifobia y la Discriminación por Razón de orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de Madrid”. 
   

Habida cuenta que se considera que la cláusula objeto de debate no es admisible, resulta innecesario el análisis de la valoración asignada en el PCAP.

De conformidad con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General

RESUELVE

Ratificar el reparo formulado por el Interventor actuante en la fiscalización del contrato de servicios denominado “Tratamiento archivístico de 890 metros lineales de documentos generados por la Administración Autonómica Madrileña (2 lotes)” al haberse apreciado que la misma no es conforme al artículo 150 del TRLCSP y al artículo 67 de la Directiva 24/2014/UE.

De no estar conforme con la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, podrá elevarse discrepancia ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde la resolución definitiva.

� Según la reciente Sentencia nº 220/2017, de 7 de junio, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, respecto del compromiso de aplicar a los vigilantes que deben llevar a cabo la prestación de un contrato de vigilancia y seguridad el Convenio Colectivo Estatal de las empresas de seguridad: “Se trata de determinar si tal criterio social tiene directa vinculación con el objeto del contrato, según exige el artículo 150.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del sector Público (Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre), que recoge un listado de criterios de valoración (la calidad, el precio, la fórmula utilizable para revisar las retribuciones ligadas a la utilización de la obra […]) «u otros semejantes», dejándose así la posibilidad de incluir los denominados «criterios sociales» pero siempre que resulten directamente vinculados al objeto del contrato.”





� El artículo 68 dice:


“1. El cálculo de coste del ciclo de vida incluirá en una medida pertinente la totalidad o una parte de los costes siguientes a lo largo del ciclo de vida de un producto, un servicio o una obra:


Costes sufragados por el poder adjudicador o por otros usuarios, tales como:


Los costes relativos a la adquisición,


Los costes de utilización, como el consumo de energía y otros recursos,


Los costes de mantenimiento,


Los costes de final de vida, como los costes de recogida y reciclado.”





� Según la página web � HYPERLINK "http://www.contratodeobras.com" �www.contratodeobras.com�, Incidencia de las nuevas directivas europeas de contratación en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (Doctrina JCCA del Estado y Tribunales Administrativos):


“Correspondencia: Artículo 67. Criterios de adjudicación del contrato. Directiva 2014/24.





Tiene efecto directo, excepto el último párrafo del apartado 2, que, no obstante, ya está incorporado en el artículo 150.3 del TRLCSP [Este apartado no resulta relevante a los efectos del presente informe]. El resto del artículo también se puede considerar incorporado al artículo 150 TRLCSP, pues las novedades respecto a la Directiva 2004/18, que dicho precepto nacional incorpora, son en realidad la positivización de la jurisprudencia europea (anterior y posterior a la Directiva 2014/24) que la ha interpretado; así, el contenido del artículo 67.2 b) (uso de los medios humanos como criterio de adjudicación) ya figura en la STJUE de 26 de marzo 2015, Ambising, asunto C‐601/13, y la mención a la comercialización y sus condiciones del artículo 67.2 a) y el artículo 67.3 (concepto de “vinculación al objeto del contrato”) proceden de la STJUE de 10 de mayo de 2012, Comisión/Reino de los Países Bajos, asunto C‐368/10. Por otro lado, buena parte del contenido del artículo se cita a título de ejemplo, por lo que no hay dificultad en integrarlo en la actual legislación interna. (T.A.)”





“Correspondencia: Artículo 68. Cálculo del coste del ciclo de vida. Directiva 2014/24.





Las previsiones de este artículo son claras, precisas e incondicionadas, por lo que tiene efecto directo cada vez que los poderes adjudicadores decidan usar el coste del ciclo de vida como criterio de adjudicación. Conviene advertir que, de acuerdo con el artículo 67.2 de la Directiva 2014/24, esta opción es solo una de las posibilidades para determinar la oferta económicamente más ventajosa utilizando un planteamiento que atienda a la relación coste-eficacia, pero no la única. (T.A.)”





� La cláusula 13ª del PCAP de este contrato indica: “Se valorará hasta un máximo de 20 puntos las ofertas de las empresas licitadoras que impliquen un avance en las condiciones laborales y salariales respeto a lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores y en el Convenio Colectivo Estatal para las empresas de seguridad en vigor, y que dichos avances se apliquen a todo el personal adscrito a la ejecución del contrato y durante toda la vigencia del contrato.





Estos avances laborales y salariales podrán incluir además de aspectos retributivos otros referidos a la jornada laboral, períodos de descanso, permisos, conciliación de la vida laboral y familiar, avances en la prevención de riesgos laborales, avances complementarios, las prestaciones de la Seguridad Social, tales como seguros de vida, invalidez, planes colectivos de pensiones, etc.“


� El Informe 1/2015, de 17 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, es uno de los argumentados por el órgano gestor en la discrepancia para fundamentar su opinión.








� Cláusula 1.  Características del contrato, apartado 8. Criterios objetivos de adjudicación del contrato, párrafo Otros criterios evaluables de forma automática por aplicación de fórmulas, Descripción del criterio:





Nota al pie:


“� Téngase en cuenta la posibilidad de establecer como criterio de adjudicación características medioambientales. En contratos cuya ejecución pueda tener un impacto significativo en el medio ambiente, deberán valorarse para la adjudicación condiciones ambientales mensurables, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150.3.h) del TRLCSP.”





� En el mismo sentido, la ya mencionada sentencia nº 220/2017, de 7 de junio, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid: “Como el propio Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid señala en su resolución impugnada, no consta ninguna argumentación por parte del órgano de contratación que permita atender a la vinculación entre la prestación objeto del contrato y la mayor calidad que el establecimiento de la cláusula controvertida implica en relación con la misma, sin que en el expediente aparezca justificación alguna al respecto. Y los argumentos desarrollados por el TACP en orden a avalar el criterio social a) del apartado 2.2.2º del PCAP que nos ocupa carecen, a juicio de esta Sala, de entidad y virtualidad suficientes, según se razona a continuación.


[…]


El criterio controvertido asigna 15 puntos al compromiso empresarial de aplicar a los vigilantes que presten el servicio de vigilancia y seguridad el Convenio Colectivo Estatal de las empresas de seguridad vigente en todo lo relativo a retribuciones, y no cabe duda razonable de ello, además de no ofrecer una directa relación con el objeto del contrato en términos de comparación con los criterios de valoración recogidos en el artículo 150.1 del TRLCSP –que tampoco se justifica por el órgano de contratación según se apunta en la resolución del TACP impugnada-, supone una manifiesta e indebida injerencia en el ámbito de la regulación salarial de los trabajadores, que ha de quedar excluido de los criterios de valoración de ofertas a efectos de la adjudicación de un contrato por cuanto que si la empresa  cumple con los parámetros retributivos establecidos correspondientes a sus trabajadores, no hay razón objetiva para primar la aplicación de una u otra regulación de salarios […].”





�  Esta sentencia señala:


“Sobre el fondo


Primera cuestión prejudicial


[…]


53 Habida cuenta de las anteriores consideraciones sobre la admisibilidad de la petición de decisión prejudicial, debe entenderse que, mediante su primera cuestión prejudicial, el tribunal remitente solicita, en esencia, que se dilucide si el artículo 26 de la Directiva 2004/18 [esta Directiva fue derogada por la actual 24/2014 /UE] debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de una entidad regional de un Estado miembro, como la controvertida en el asunto principal, que obliga a los licitadores y a sus subcontratistas a comprometerse, mediante una declaración escrita que deberá presentarse junto con la oferta, a pagar al personal que llevará a cabo las prestaciones objeto del contrato público considerado un salario mínimo fijado por dicha normativa.





54 A este respecto, una disposición nacional como el artículo 3 de la LTTG [Ley del Land de Renania-Palatinado de garantía de la observancia de los convenios colectivos y del salario mínimo en el marco de la adjudicación de contratos públicos (Landesgesetz zur Gewährleistung von Tariftreue und Mindestentgelt bei öffentlichen Auftragsvergaben), de 1 de diciembre de 2010], al establecer que todos los licitadores y sus subcontratistas deberán comprometerse frente al poder adjudicador a pagar al personal que vaya a ejecutar el contrato público de que se trate un salario mínimo determinado por la Ley, debe calificarse de «condición especial en relación con la ejecución del contrato» referida a «consideraciones de tipo social» en el sentido del artículo 26 de la Directiva 2004/18.





55 En el presente asunto, esta condición especial ha sido establecida tanto en el anuncio de licitación como en el pliego de condiciones, de modo que se cumple el requisito procedimental de transparencia establecido en dicho artículo 26.





56 Por otro lado, del considerando 33 de la misma Directiva se deriva que una condición especial de ejecución del contrato sólo será compatible con el Derecho de la Unión cuando no sea directa o indirectamente discriminatoria. Pues bien, consta que una disposición nacional como la controvertida en el asunto principal cumple este requisito.


[…]


Sobre la segunda cuestión prejudicial





78. Mediante su segunda cuestión prejudicial, el tribunal remitente solicita, en esencia, que se dilucide si el artículo 26 de la Directiva 2004/18 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de una entidad regional de un Estado miembro, como la controvertida en el asunto principal, que prevé la exclusión de la participación en un procedimiento de adjudicación de un contrato público a los licitadores y subcontratistas que se nieguen a comprometerse, mediante una declaración escrita que deberá presentarse junto con la oferta, a pagar al personal que llevará a cabo las prestaciones objeto del contrato público considerado un salario mínimo fijado por dicha normativa.





79 De la respuesta dada a la primera cuestión prejudicial se deriva que dicho artículo 26 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa de una entidad regional de un Estado miembro, como la controvertida en el asunto principal, que obliga a los licitadores y a sus subcontratistas a comprometerse, mediante una declaración escrita que deberá presentarse junto con la oferta, a pagar al personal que llevará a cabo las prestaciones objeto del contrato público considerado un salario mínimo fijado por dicha normativa.”





� Según la sentencia: ”Los enunciados de la [Norma Foral de las Juntas Generales de Gipuzkoa 4/2.013, de 17 de Julio, de incorporación de cláusulas sociales en los contratos de obras del Sector Público Foral], a que directamente afectan los fundamentos desarrollados en el proceso son;





-El artículo 4.2. que dice que "En el anuncio de licitación así como en la carátula de los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de obras deberá incluirse un subapartado en el que se indique que dicha contratación estará sometida al cumplimiento de condiciones especiales de carácter social. Su contenido será el siguiente:





«Este contrato se halla sujeto al cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y convencionales vigentes en materia laboral, seguridad social, y seguridad y salud en el trabajo y, en particular, al último texto existente en cada momento del Convenio Colectivo de la Construcción y Obras Públicas de Gipuzkoa publicado en el Boletín Oficial de Gipuzkoa (BOG).





Asimismo, se halla sujeto al cumplimiento de las obligaciones de carácter social en materia de subcontratación, en materia de fomento de empleo de personas con discapacidad, y en materia de promoción de igualdad entre mujeres y hombres que se especifican en el pliego»





-Del artículo 5 se destaca la inclusión en los pliegos de cláusulas administrativas particulares de una cláusula conforme a la cual,





«1— La empresa contratista deberá cumplir todas las disposiciones legales, reglamentarias y convencionales vigentes en materia laboral, seguridad social, y seguridad y salud en el trabajo. En particular, deberá aplicar las condiciones de trabajo del Convenio Colectivo de la Construcción y Obras Públicas de Gipuzkoa o de los sucesivos convenios colectivos que lo revisen,... "





-Del artículo 6 se impugna que los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los contratos de obras deban incorporar la siguiente mención en la cláusula relativa a los criterios de adjudicación para el supuesto de que en el procedimiento de licitación se presente una proposición desproporcionada o anormal, considerándose, en principio, como tales las ofertas que sean inferiores en más de un 10% a la media aritmética de todos los precios de las ofertas admitidas, que se considere un parámetro objetivo para apreciar que las proposiciones no pueden ser cumplidas como consecuencia de la inclusión de valores anormales o desproporcionados, la indicación de un precio inferior a los costes salariales mínimos por categoría profesional, según el convenio colectivo vigente.





-Por último respecto del artículo 7 de la N.F, se dice que, "obliga a las empresas contratistas" a disponer de un porcentaje mínimo del 30% de trabajadores y trabajadoras con contrato indefinido, con el fin de garantizar la estabilidad laboral.”





� La segunda para modificar, una vez publicada  la tan mencionada sentencia nº 220/2017, de 7 de junio, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, la Guía de 11 de noviembre de 2016. Entre otros aspectos, elimina como criterio de adjudicación el compromiso de aplicar el Convenio Colectivo Estatal, que queda incluido en esta segunda Guía como condición esencial de ejecución, exigiéndose además al órgano de contratación la adecuada justificación en el expediente “en el sentido de que la precariedad laboral puede hacer peligrar la correcta ejecución del contrato”.





� La introducción de la Guía señala: 


“Desde la Dirección General se han venido observando una serie de problemas en la ejecución de los contratos de seguridad que han desembocado en una inadecuada ejecución de los contratos, una minoración de las condiciones de trabajo de los vigilantes de seguridad y en definitiva una prestación inadecuada de estos servicios.





Si bien es cierto que se intentó centralizar este tipo de servicios en la Comunidad, como ya se hizo en el ámbito del Servicio Madrileño de Salud, se ha decidido descentralizar este servicio para evitar  la concentración en pocas empresas de este tipo de contratos.


Ahora bien, el hecho de que no se produzca una centralización, no impide que se puedan establecer una condiciones homogéneas en la licitación de este tipo de servicios, que permitan una mejora global en la prestación de los mismos tan necesarios para nuestra Administración.”

















� 


Ref./Expediente�
Denominación�
Presupuesto base de licitación�
�
C-               


A/SER-�
Ser.  de  vigilancia y  seguridad  de  las  oficinas  de  empleo, centros de formación y sede de Vía Lusitana.�
3.853.071,64 €�
�
C-


A/SER-�
Serv. de vigilancia y seguridad en los edificios de la Oficina de Cultura y Turismo de la Comunidad de Madrid.�
2.485.492,95 €�
�
C-


A/SER-�
Serv. de seguridad y vigilancia de las  bibliotecas gestionadas por   la   Dirección   General   de   Patrimonio   Cultural   de  la Comunidad de Madrid.�
2.041.636,26 €�
�



� según la Cláusula 1.8 del PCAP: ”El cumplimiento de los compromisos expresados por los licitadores a los efectos de sus valoración como criterios de adjudicación 2.1. (Calidad en el empleo) tendrá la consideración de obligación esencial del contrato, de manera que su incumplimiento llevará aparejado la resolución del contrato, de conformidad con el artículo 223.f) del TRLCSP.”





� La Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la LGTBifobia y la Discriminación por Razón de Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de Madrid (BOCM nº 190, de 10 de agosto de 2016) establece en su artículo 18, relativo a contratación administrativa y subvenciones, dentro del apartado 1, la posibilidad de establecer, en los pliegos de cláusulas administrativas particulares, la preferencia en la adjudicación de los contratos para las proposiciones presentadas por aquellas empresas que, en el momento de acreditar su solvencia técnica, desarrollen medidas destinadas a lograr la igualdad de oportunidades.





1

